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Resumen: A pesar de que la Ley Orgánica de Hidrocarburos de 2001 no 
afectó la vigencia y la ejecución de los Convenios Operativos y de Asocia-
ción petrolera suscritos por PDVSA y sus filiales con empresas privadas 
entre 1993 y 2001, mediante Leyes dictadas en  2006 y 2007, dichos Con-
venios, como contratos administrativos que eran, han sido unilateral y an-
ticipadamente terminados, aplicándose retroactivamente dicha Ley Orgá-
nica de 2001, decretándose legislativamente la expropiación de los dere-
chos contractuales de las partes.  

A partir de 2006, el Estado venezolano, después de haber estable-
cido el marco para la desnacionalización de la industria petrolera1, co-
menzó un proceso de eliminación progresiva de la participación del 
capital privado en las actividades de la industria petrolera que se había 
desarrollado antes de la entrada en vigencia de la nueva Ley Orgánica 

                                           
1  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El régimen de participación del capital privado en las 

industrias petrolera y minera: desnacionalización y técnicas de regulación a partir de 
la Constitución de 1999”, VII Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo Allan R. 
Brewer-Carías, Fundación de Estudios de Derecho Administrativo, Caracas, noviembre 
2004. 
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de Hidrocarburos en 20012. 

Para el momento en que se dictó la Ley Orgánica de Hidrocarbu-
ros de 2001, los particulares participaban en la realización de las activi-
dades de hidrocarburos a través de dos modalidades previstas en la 
legislación anterior, en particular, en el artículo 5 de la Ley que reserva 
al Estado la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos de 19753: los 
Convenios Operativos con las empresas del Estado, y mediante Con-
venios de Asociación Estratégicas y de Explotación a Riesgo y Ganan-
cias Compartidas que se habían suscrito bajo la vigencia de la citada 
Ley que reserva al Estado la Industria y el Comercio de los Hidrocar-
buros, los cuales dado el principio general de la irretroactividad de las 
leyes, continuaron en vigencia como contratos válidamente suscritos 
por el Estado conforme al artículo 5 de aquella Ley, que fue derogada 
por la Ley Orgánica de 2001, aún después de la entrada en vigencia de 
la nueva Ley.  

Este proceso de eliminación de la participación del capital privado 
conforme a los contratos suscritos antes de 2001, se verificó mediante 
dos instrumentos legislativos, mediante los cuales, por una parte, se 
dispuso la extinción, es decir, la terminación unilateral anticipada de 
los Convenios Operativos que existían; y por la otra, se dispuso la ter-
minación unilateral anticipada de los Convenios de Asociación y de 
Explotación a Riesgo que existían y que se habían suscrito entre 1993 y 
2001, disponiéndose sin embargo, en este último caso, la posibilidad de 
que dichos convenios de asociación se convirtieran en empresas mixtas 
con capital del Estado en más del 50 % del capital social (Arts. 22 y 27 

                                           
2  Gaceta Oficial Nº 37323 de 13 de noviembre de 2001. Reformada parcialmente en 2006, 

Gaceta Oficial Nº 38.493 del 4 de agosto de 2006 
3  Gaceta Oficial Nº 35.754 de17-07-95. Véase en general, sobre la nacionalización petrolera 

de 1975, Régimen Jurídico de las nacionalizaciones en Venezuela. Homenaje del Instituto de 
Derecho Público al profesor Antonio Moles Caubet, Archivo de Derecho Público y Ciencias de 
la Administración, Vol. VIII (1972-1979), Instituto de Derecho Público, Universidad Cen-
tral de Venezuela, 2 tomos, Caracas, 1981.  
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al 32 LOH).  

En ambos casos, al extinguirse los contratos administrativos exis-
tentes, se produjo la expropiación de los derechos contractuales que 
correspondían a las empresas contratantes; expropiación que fue efec-
tuada mediante Ley sin seguirse el procedimiento general establecido 
en la Ley de Expropiación por causa de utilidad pública y social, lo que 
en todo caso, conforme al articulo 115 de la Constitución, genera dere-
chos en cabeza de las empresas contratantes a ser justamente indemni-
zadas por los daños y perjuicios producidos por dicha terminación an-
ticipada y unilateral de los contratos administrativos validamente sus-
critos por el Estado. 

I.  LA EXTINCIÓN DE LOS CONVENIOS OPERATIVOS 

En efecto, en cuanto a los Convenios Operativos que se habían 
suscrito conforme a la legislación anterior, entre las filiales de PDVSA 
y empresas privadas, el 18 de abril de 2006 se dictó la Ley de Regulariza-
ción de la Participación Privada en las Actividades Primarias Previstas4, cuyo 
específico objeto definido como “regularizar la participación privada 
en las actividades primarias”, condujo a la extinción mediante Ley de 
los Contratos Operativos existentes, dado que el Legislador consideró 
que su ejercicio había:  

“sido desnaturalizado por los Convenios Operativos surgidos de la llamada 
apertura petrolera, al punto de violar los intereses superiores del Estado y los 
elementos básicos de la soberanía” (art. 1) 

En consecuencia, el artículo 2 de la Ley declaró que el contenido 
de los referidos Convenios Operativos surgidos de la llamada apertura 
petrolera, era “incompatible con las reglas establecidas en el régimen 

                                           
4  Gaceta Oficial Nº 38.419 del 18 de abril de 2006 
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de nacionalización petrolera”, disponiendo que “quedarán extingui-
dos y no podrá continuarse la ejecución de sus preceptos, a partir de la 
publicación de esta Ley en la Gaceta Oficial” (art. 2). 

Es decir, a partir del 18 de abril de 2006, mediante una ley de la 
Asamblea Nacional se puso fin y se extinguieron los Convenios Opera-
tivos que existían, es decir, se dio por terminados en forma unilateral y 
anticipada a unos contratos administrativos que habían sido valida-
mente suscritos. No se trató, en este caso, de una rescisión unilateral 
del contrato por parte de la Administración contratante, que eran las 
empresas filiales de PDVSA, sino de una terminación anticipada y uni-
lateral de dichos contratos por una decisión del órgano legislativo del 
Estado, a través de una Ley. En estos casos, la responsabilidad del Es-
tado por los daños causados por la terminación unilateral y anticipada 
de los contratos, que se configura como una expropiación de los dere-
chos contractuales, así haya provenido la misma de un acto legislativo, 
es incuestionable. 

Dicha Ley, además, dispuso hacia el futuro que 

“ningún nuevo contrato podrá otorgar participación en las actividades de ex-
ploración, explotación, almacenamiento y transporte inicial de hidrocarburos 
líquidos, o en los beneficios derivados de la producción de dichos hidrocar-
buros, a persona alguna de naturaleza privada, natural o jurídica, salvo como 
accionista minoritario en una empresa mixta, constituida de conformidad con 
la Ley Orgánica de Hidrocarburos en la cual el Estado asegure el control ac-
cionario y operacional de la empresa” (Art. 3). 

Es decir, se ratificó legislativamente, el principio dispuesto en la 
Ley Orgánica de 2001 de que la participación del capital privado en las 
actividades primarias sólo puede realizarse mediante la constitución 
de las empresas mixtas reguladas en la Ley. 

La consecuencia de la declaratoria de extinción de los Convenios 
Operativos existentes, además de la obligación para el Estado de in-
demnizar a los antiguos contratistas por los daños y perjuicios ocasio-
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nados por la terminación anticipada y unilateral de los Convenios y la 
expropiación de los derechos contractuales, sobre lo cual, sin embargo 
nada dispuso el texto de la Ley; fue que conforme se dispuso en el artí-
culo 4 de la Ley:  

“la República, directamente o a través de empresas de su exclusiva propie-
dad, reasumirá el ejercicio de las actividades petroleras desempeñadas por 
los particulares, a los fines de garantizar su continuidad y en razón de su ca-
rácter de utilidad pública e interés social, sin perjuicio de que se establezcan 
para tal efecto empresas mixtas sujetas a la aprobación de la Asamblea Na-
cional, previo informe favorable del Ejecutivo Nacional por órgano del Minis-
terio de Energía y Petróleo y de la Comisión Permanente de Energía y Minas 
de la Asamblea Nacional”. 

A tal efecto, la Asamblea Nacional ya había adoptado en marzo de 
2006 el “Acuerdo mediante el cual se aprueban los Términos y Condi-
ciones para la creación y funcionamiento de las Empresas Mixtas” 
(G.O. No. 38.410 de 31-03-2006). 

II. LA TERMINACIÓN ANTICIPADA Y UNILATERAL DE LOS 
CONVENIOS DE ASOCIACIÓN Y DE LOS CONVENIOS DE EX-
PLORACIÓN A RIESGO Y GANANCIAS COMPARTIDAS Y LA 
POSIBILIDAD DE SU TRANSFORMACIÓN EN EMPRESAS 
MIXTAS 

La Ley Habilitante de 1 de febrero de 20075 autorizó al Presidente 
de la República a dictar normas que permitieran al Estado, 

 “asumir directamente, o mediante empresas de su exclusiva propiedad, el 
control de las actividades realizadas por las asociaciones que operan en la Fa-
ja Petrolífera del Orinoco, incluyendo mejoradores y las asignaciones de ex-
plotación a riesgo y ganancias compartidas, para regularizar y ajustar sus ac-
tividades dentro del marco legal que rige a la industria petrolera nacional, a 
través de la figura de empresas mixtas o de empresas de la exclusiva propie-

                                           
5  Gaceta Oficial  No. 38.617 de 01-02-2007 



 6

dad del Estado”.   

Con esta delegación legislativa se buscaba, en primer lugar, que el 
Estado asumiera “el control de las actividades realizadas por las aso-
ciaciones que operan en la Faja Petrolífera del Orinoco, incluyendo me-
joradores y las asignaciones de explotación a riesgo y ganancias com-
partidas”, lo que en si mismo era innecesario, pues dicho control ya 
existía conforme al esquema de toma de decisiones regulado en los 
Convenios de Asociación, aún cuando el Estado tuviera minoría accio-
naria en los mismos. Pero además, en segundo lugar, lo que se buscaba 
con la delegación legislativa era hacer lo que el Legislador con la Ley 
Orgánica de Hidrocarburos de 2001 no hizo, y no podía hacer por no 
poder atribuirle efectos retroactivos a la misma, y fue aplicar la Ley 
Orgánica de 2001 a los Contratos de Asociación que habían sido suscri-
tos válidamente conforme a la legislación anterior. Por ello la habilita-
ción buscó “regularizar y ajustar sus actividades dentro del marco le-
gal que rige a la industria petrolera nacional, a través de la figura de 
empresas mixtas o de empresas de la exclusiva propiedad del Estado”. 

En ejecución de tal delegación legislativa, el 26 de febrero de 2007, 
mediante Decreto Ley 5.200, el Ejecutivo Nacional dictó la “Ley de Mi-
gración a Empresas Mixtas de los Convenios de Asociación de la Faja 
Petrolífera del Orinoco, así como de los Convenios de Exploración a 
Riesgo y Ganancias Compartidas”6, con la cual se dispuso la termina-
ción unilateral y anticipada de los convenios de asociación suscritos 
entre 1993 y 2001, lo que implicó, para los contratistas que no acorda-
ran los términos unilaterales fijados por el Estado, la expropiación de 
sus derechos contractuales y el derecho consecuente a ser justamente 
indemnizados por los daños y perjuicios causados por la Ley. 

1.  La terminación anticipada de los convenios de asociación y la bús-

                                           
6  Gaceta Oficial  38623 de 16-2-2007 
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queda de su migración a empresas mixtas  

En efecto, dicha Ley dispuso que:   

“las asociaciones existentes entre filiales de Petróleos de Venezuela, S.A. y el 
sector privado que operan en la Faja Petrolífera del Orinoco, y en las denomi-
nadas de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas, deberán ser ajusta-
das al marco legal que rige la industria petrolera nacional, debiendo trans-
formarse en empresas mixtas en los términos establecidos en la Ley Orgánica 
de Hidrocarburos” (art. 1). 

Esto significó, pura y simplemente, darle efectos retroactivos a la 
Ley Orgánica de Hidrocarburos de 2001, al imponer unilateralmente a 
los Convenios de Asociación suscritos conforme a la legislación ante-
rior, la obligación de ajustarse a la nueva Ley.  

A tal efecto, esta Ley, de nuevo, se dispuso la terminación unilate-
ral y anticipada de contratos administrativos que habían sido válida-
mente celebrados como Convenios de Asociación entre 1993 y 2001, 
entre las filiales de PDVSA y diversas empresas privadas para la reali-
zación de actividades primarias; disponiéndose además, que las mis-
mas no sólo debían ajustarse al marco legal de la Ley Orgánica de 2001, 
a la cual ex post facto se le dió efectos retroactivos, sino se dispuso que:  

“todas las actividades ejercidas por asociaciones estratégicas de la Faja Petro-
lífera del Orinoco, constituidas por las empresas Petrozuata, S.A.; Sincrudos 
de Oriente, S.A., Sincor, S.A., Petrolera Cerro Negro S.A y Petrolera Hama-
ca, C.A; los convenios de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas de 
Golfo de Paria Oeste, Golfo de Paria Este y la Ceiba, así como las empresas 
o consorcios que se hayan constituido en ejecución de los mismos; la empresa 
Orifuels Sinovensa, S.A, al igual que las filiales de estas empresas que reali-
cen actividades comerciales en la Faja petrolífera del Orinoco, y en toda la ca-
dena productiva, serán transferidas a las nuevas empresas mixtas”. 

Es decir, no sólo se decidió unilateralmente la terminación antici-
pada de los contratos, sino que se dispuso que en caso de que los in-
versionistas privados socios en los Convenios que se extinguían estu-
viesen de acuerdo con la transferencia de los mismos a las nuevas em-
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presas mixtas, los mismos lo que podían era ser accionistas de las em-
presas mixtas con menos del 40 % del capital social, teniendo como ac-
cionista por parte del Estado a la Corporación Venezolana del Petróleo, 
S.A. u otra filial de Petróleos de Venezuela, S.A., con una participación 
accionaria mínima del 60% del capital social (art. 2). 

En caso de que el inversionista socio de un Convenio de asociación 
acordase ser accionista minoritario de la nueva empresa mixta, dispuso 
el artículo 6 de la Ley, que:  

“por tratarse de una circunstancia especial de interés público, y de conformi-
dad con lo dispuesto en el único aparte del artículo 37 de la Ley Orgánica de 
Hidrocarburos, la escogencia de los socios minoritarios en el proceso de mi-
gración de las asociaciones será directa”. 

La aplicación de esta excepción a la selección mediante concurso 
competitivo como lo exige la Ley Orgánica de 2001, por supuesto, sólo 
podría ocurrir si la empresa privada que era parte o socio del Convenio 
de asociación decidía continuar en la operación, formando parte, como 
accionista minoritario, de la nueva empresa mixta. De lo contrario, con-
forme a la Ley Orgánica de Hidrocarburos, el accionista privado de la 
nueva empresa mixta que asuma la operación de un antiguo Convenio 
de asociación, tendría que seleccionarse mediante procedimientos 
competitivos (art.  37). 

Para el caso de que la empresa accionista de los Convenios de 
Asociación que se terminaban unilateral y anticipadamente mediante 
esta Ley de Migración, no acordaren con el Ejecutivo nacional formar 
parte como accionistas de las nuevas empresas mixtas, el efecto de la 
Ley fue el de la expropiación de sus derechos contractuales, teniendo 
derecho a ser justamente indemnizados por los daños  perjuicios cau-
sados por la terminación unilateral y anticipada de los Contratos. 
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2.  La asunción inmediata de la operación por el Estado  

La decisión legislativa de poner fin unilateral y anticipadamente a 
los contratos de asociación, implicó la necesidad de asegurar la inme-
diata asunción por parte del Estado, de la operación industrial concreta 
de cada Convenio de asociación. 

A tal efecto, la Ley dispuso que la empresa estatal accionista de las 
posibles empresas mixtas sea que fuera Corporación Venezolana del 
Petróleo, S.A. o la filial de Petróleos de Venezuela, S.A. que se designa-
se al efecto, debió conformar dentro de los 7 días a partir de la fecha de 
publicación de Decreto-Ley, es decir, para el 5 de marzo de 2007, “una 
Comisión de Transición para cada asociación”, disponiéndose que la 
misma se debía incorporar “a la actual directiva de la asociación res-
pectiva, a fin de garantizar la transferencia a la empresa estatal el control 
de todas las actividades que las asociaciones realizan”, en un proceso 
que culminó el 30 de abril de 2007 (art. 3).  

A tal efecto, la Ley dispuso que las empresas del sector privado 
que fueran parte en los convenios de asociación debieron cooperar con 
la Corporación Venezolana del Petróleo, S.A. para efectuar un cambio 
seguro y ordenado de operadora (art. 3). 

Sobre la situación de los trabajadores de la nómina contractual de 
las asociaciones que debieron ser transformadas, la Ley dispuso que a 
partir de la entrada en vigencia de la misma, aquellos gozarían de in-
amovilidad laboral y estarían amparados por la Convención Colectiva 
Petrolera que regía para los trabajadores de Petróleos de Venezuela, 
S.A. (Art 10) 

El artículo 2 de la Ley, por otra parte, atribuyó al Ministerio del 
Poder Popular para la Energía y Petróleo la potestad de determinar 
unilateralmente, en cada caso,  

“la valoración de la Empresa Mixta, la participación accionaria de la filial de 
Petróleos de Venezuela, S.A. designada a efecto, y los ajustes económicos y 
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financieros que fueren procedentes” (art. 2).  

Es decir, el Estado, unilateralmente, a través del Ministerio respec-
tivo, debía determinar la valoración de la nueva empresa mixta a ser 
establecida para sustituir a cada Convenio de asociación; el porcentaje 
de participación accionaria que en cada empresa mixta sustitutiva de 
cada Convenio de asociación debía corresponder a la filial de PDVSA 
que fuese a ser accionista, que en ningún caso podía ser inferior al 60 % 
del capital social; y “los ajustes económicos y financieros que fuere  
procedentes”. 

Por otra parte, la Ley dispuso expresamente en su artículo 7, que 
la infraestructura, los servicios de transporte y mejoramiento de las 
asociaciones en la Faja Petrolífera del Orinoco y en las denominadas de 
Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas, serían “de libre utili-
zación de acuerdo con los lineamientos que, mediante Resolución, emi-
ta el Ministerio del Poder Popular para la Energía y Petróleo”, a cuyo 
efecto, “los costos derivados de la utilización de tales servicios, serán 
determinados de mutuo acuerdo por las partes, a falta de los cuál, el 
Ministerio del Poder Popular para la Energía y Petróleo fijará las con-
diciones para su prestación”. 

3.  El plazo para que las empresas privadas decidieran su incorporación 
a las empresas mixtas 

A pesar de que la Ley dispuso la transferencia inmediata de los 
Convenios de Asociación al Estado, y la consecuente asución por la 
empresa estatal correspondiente de la operación de los Convenios, el 
artículo 4 de la Ley concedió a las empresas del sector privado que 
habían  sido parte en los extinguidos Convenios de asociación de la Fa-
ja Petrolífera del Orinoco, y de las denominadas de Exploración a Ries-
go y Ganancias Compartidas, un período de cuatro (4) meses a partir 
de la fecha de la publicación de la Ley (26-2-2007), es decir, hasta el 26 
de junio de 2007, “para acordar los términos y condiciones de su posible 
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participación en las nuevas Empresas Mixtas”, se entiende, con el Minis-
terio respectivo, disponiéndose que además, en su caso, se le concede-
rían “dos (2) meses adicionales para someter los señalados términos y 
condiciones a la Asamblea Nacional a fin de solicitar la autorización 
correspondiente de conformidad con la Ley Orgánica de Hidrocarbu-
ros”. 

Ahora bien, transcurrido el plazo antes indicado de 4 meses, que 
venció el 26 de junio de 2007, “sin que se hubiera logrado acuerdo para 
la constitución y funcionamiento de las Empresas Mixtas”,  entonces, la 
República, a través de Petróleos de Venezuela, S.A. o cualquiera de sus 
filiales, debía asumir directamente las actividades ejercidas por las asocia-
ciones a fin de preservar su continuidad, en razón de su carácter de uti-
lidad pública e interés social (Art. 5). 

La Ley dispuso, además, que los actos, negocios y acuerdos que se 
realizasen o suscribieran a los efectos de constituir las Empresas Mixtas 
dispuestas en la Ley, así como las cesiones, transferencias de bienes y 
cualesquiera otras operaciones que generasen enriquecimiento o supu-
sieran la enajenación, transmisión o venta de bienes destinados a con-
formar el patrimonio de dichas empresas, estarían exentos del pago de 
impuestos, tasas, contribuciones especiales o cualquier otra obligación 
tributaria creados por el Poder Nacional. 

Nada dispuso la Ley de Migración sobre los derechos de las em-
presas privadas que no hubieran llegado a un acuerdo para continuar 
como socios de las nuevas empresas mixtas. Sin embargo, como se ha 
dicho, la consecuencia de la aplicación retroactiva de la Ley de 2001 a 
los Convenios de Asociación suscritos válidamente con anterioridad a 
la misma, se configuró como una terminación anticipada y unilateral 
de los dichos Convenios de Asociación, y como una expropiación en 
virtud de Ley de los derechos contractuales de los contratantes en di-
chos Convenios, lo cual conforme al artículo 115 de la Constitución, les 
originó el derecho a ser justamente indemnizados por los daños y per-
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juicios causados. 

4.  Los derechos de las nuevas empresas mixtas 

Por otra parte, artículo 8 de la Ley dispuso que el Ejecutivo Nacio-
nal, mediante Decreto, debía transferir a las Empresas Mixtas resultan-
tes del proceso de migración “el derecho al ejercicio de sus actividades 
primarias, pudiendo igualmente adjudicarles la propiedad u otros de-
rechos sobre bienes muebles o inmuebles del dominio privado de la 
República que sean requeridos para el ejercicio eficiente de tales activi-
dades”. Estos derechos, sin embargo, pueden ser revocados, “si las 
operadoras no dieren cumplimiento a sus obligaciones, en forma tal 
que impida lograr el objeto para el cual dichos derechos fueron transfe-
ridos” (art 8). 

 Igualmente, mediante Resolución, el Ministerio del Poder Po-
pular para la Energía y Petróleo debía delimitar “las áreas en las cuales 
las Empresas Mixtas desarrollarán sus actividades primarias, las cuales 
se dividirán en lotes con una extensión máxima de cien kilómetros 
cuadrados (100 km2)” (Art 9). 

5.  El régimen jurídico aplicable y la jurisdicción 

Por último, el artículo 13 de la Ley de Migración dispuso que  

“Todos los hechos y actividades vinculados al presente Decreto-Ley se regi-
rán por la Ley Nacional, y las controversias que de los mismos deriven esta-
rán sometidas a la jurisdicción venezolana, en la forma prevista en la Consti-
tución de la República Bolivariana de Venezuela. 

Esta norma, por supuesto, es inútil.  

En efecto, por una parte, debe recordarse que todos los efectos que 
produzca cualquier ley dictada en Venezuela, en virtud del principio 
de la territorialidad, en principio se rigen por la legislación nacional; de 
manera que si nada se dispone expresamente en contrario en el texto 
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de la ley, todas las situaciones jurídicas derivadas de cualquier ley, se 
rigen por la “Ley Nacional.” 

Pero además, la Ley dispuso, aún con redacción deficiente, que las 
controversias que se deriven de sus disposiciones estarán sometidas a 
la jurisdicción venezolana, y de nuevo, ello no podría ser de otra for-
ma, salvo que el legislador renunciase expresamente a la jurisdicción 
venezolana. Por tanto, las controversias que surjan con ocasión de la 
migración de las antiguas Asociaciones a las nuevas empresas mixtas, 
o los acuerdos que puedan haber llegado los antiguos socios de los 
Convenios de Asociación al incorporarse, conforme a las previsiones 
de la Ley, como socios minoritarios de las nuevas empresas mixtas, so-
lo pueden ser resueltos por la jurisdicción nacional. 

Además, por ejemplo, las controversias derivadas de las decisio-
nes contenidas en el Decreto Ley y su aplicación, sin duda, en principio 
están también sometidas a la jurisdicción venezolana, por ejemplo, en 
cuanto a la posibilidad de impugnación por razones de inconstitucio-
nalidad de las normas de la Ley de Migración ante la Jurisdicción 
Constitucional, o de la impugnación de los actos administrativos que 
conforme a ella dicte el Ejecutivo Nacional, ante la Jurisdicción Con-
tencioso Administrativa. 

Pero ello no implica, en forma alguna, la anulación de las cláusu-
las que puedan tener los Convenios de Asociación cuya terminación 
anticipada y unilateral se ha resuelto por la Ley, por ejemplo, relativas 
a la sumisión de las controversias que deriven de la ejecución, cum-
plimiento e incumplimiento de los Convenios de Asociación, a juris-
dicción arbitral, incluso fuera de Venezuela, como lo autoriza el artícu-
lo 151 de la Constitución. Es decir, los contratistas, en esos casos, tienen 
derecho a que las controversias que se deriven de la ejecución, cum-
plimiento, incumplimiento y terminación anticipada y unilateral de 
aquellos Contratos de asociación, como contratos administrativos que 
son, en caso de contener cláusulas arbitrales o de aplicación de la legis-
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lación o de una jurisdicción extranjera, sean resueltas en la forma dis-
puesta en los mismos.  

El artículo 13 de la Ley de 2007, por tanto, no puede interpretarse, 
como una normativa que pueda significar la anulación de las propias 
cláusulas contractuales relativas a la solución de controversias estable-
cidas en los Convenios de Asociación que se dan por terminados, deri-
vadas precisamente, por ejemplo, del incumplimiento de los Conve-
nios por parte de la Administración, como el que resulta de su termi-
nación anticipada por el Estado.  

 

 


